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Promoción industrial. Beneficios promocionales. Régimen especial. Requisitos. Incumplimientos. Efectos. Informes técnicos. Plena fe. Sanción. Multa. Quantum. Autoridad de aplicación. Discrecionalidad.

Sr. subsecretario técnico
de la Secretaría Legal y Técnica
de la Presidencia de la Nación:

Se requiere la intervención de esta Procuración del Tesoro de la Nación prevista por el art. 92 del Reglamento de Procedimientos Administrativos, Dto. 1.759/72, t.o. en 1991 (B.O.: 24/9/91), con relación al proyecto de decreto (Provisorio 3.541/09, que en copia se agrega en forma inmediatamente anterior al presente dictamen), mediante el cual se rechaza el recurso jerárquico en subsidio interpuesto por la firma El Nogalar S.A. contra la Res. M.E. y P. 254 del 22 de agosto de 2008 (B.O.: 28/8/08).

Por dicha resolución se le impuso a la recurrente el pago de una multa de pesos cuarenta y seis mil setecientos cincuenta y cuatro con noventa y cinco ($ 46.754,95), conforme lo establecido en el art. 17 de la Ley 22.021 (B.O.: 28/7/79) y sus modificatorias, en virtud de incumplimientos al régimen promocional del que era beneficiaria.

I. Expedientes agregados
Se han agregado sin acumular a las actuaciones de referencia:

a) Expte. 01:0361559/05, en 49 fojas útiles.

b) Expte. 01:0361563/05, en 7 fojas útiles.

c) Expte. 01:0378850/07, en 46 fojas útiles.

d) Expte. 01:0425616/08, en 12 fojas útiles.

Toda cita de fojas en el presente dictamen estará referida al expediente principal, salvo aclaración expresa en contrario.

II. Antecedentes de la consulta
1. Mediante el Anexo IV del Dto. 1.496/97 del 30 de diciembre de 1997 (B.O.: 3/2/98), El Nogalar S.A. fue declarada beneficiaria del régimen de promoción no industrial instaurado por el art. 36 –último párrafo– de la Ley 24.764 (B.O.: 2/1/97) y por el Dto. 494/97 del 30 de mayo de 1997 (B.O.: 4/6/97) (v. fs. 144/155).

Según resulta del citado Anexo IV, el proyecto tenía por objeto la implantación de sesenta hectáreas de nogales, ubicada en el Departamento de Tafí del Valle en la provincia de Tucumán, y con una inversión total comprometida de un millón ciento noventa y ocho mil ochocientos cuarenta y cinco ($ 1.198.845).

La citada norma estableció asimismo que la beneficiaria debía contar con una dotación de siete personas en forma permanente y que los beneficios promocionales consistían en: a) exención en el impuesto a las ganancias de acuerdo con la escala prevista en el art. 2 de la Ley 22.021; y b) a los inversionistas, las franquicias dispuestas en el art. 11 de la ley citada.

2. Mediante la Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.301/98 (B.O.: 21/10/98) se dieron por cumplidos, respecto de El Nogalar S.A., los requisitos exigidos por el art. 3 del Dto. 1.496/97 y por acreditada la condición definitiva de beneficiaria del régimen establecido por la Ley 24.764 y el Dto. 494/97 del 30 de mayo de 1997 (v. fs. 214/218).

3. A fs. 333/337 la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales, mediante Informe 146/04 del 8 de junio de 2004, consideró procedente, ante los incumplimientos formales y no formales detectados (v.gr. Captación de fondos y aplicación de inversiones, dotación de personal y declaraciones juradas semestrales), dar intervención a la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Economía y Producción, a los efectos de considerar la apertura sumarial por dichos incumplimientos.

4. La Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios, de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Economía y Producción, expresó ..., tal como surge de los informes elaborados por los organismos técnicos competentes, la empresa habría incumplido con sus obligaciones, por lo que correspondería ordenar la instrucción del sumario correspondiente a fin de verificar las infracciones detectadas e imponer las sanciones pertinentes (v. f. 339).

5. Como consecuencia de lo expuesto, el subsecretario de Ingresos Públicos del ex Ministerio de Economía y Producción ordenó la sustanciación sumarial a El Nogalar S.A., en razón de ... presuntos incumplimientos formales y no formales, detectados al proyecto aprobado por Dto. 1.496/97 y Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.301/98 (art. 36, in fine, de la Ley 24.764) –v. f. 378–.

6. Luego de la notificación del acto ordenando el sumario, El Nogalar S.A. presentó su descargo (v. fs. 1/4 del expediente agregado a f. 384). En dicha oportunidad, respecto del cargo formulado sobre la captación de fondos y su aplicación, expresó que ... todo el informe adolece del defecto de no haber tenido a la vista las declaraciones juradas correspondientes a los ejercicios 2001 y 2003, las que fueron debidamente presentadas ante el organismo de aplicación, o sea la Secretaría de Agricultura y Ganadería de la provincia de Tucumán.

Del mismo modo, señaló que la Res. S.A.G. 279/05, dictada por la Secretaría de Agricultura, por la cual se prorrogó la fecha para cumplimentar las inversiones de los fondos captados hasta el 31 de diciembre de 2001, faltaba en el informe de inspección. Y agregó que la falta de autorización para la captación de inversiones surgía del “Certificado de inicio de ejecución de inversiones” emitido por la Subsecretaría de Política Tributaria que autorizaba y programaba la captación anual para toda la vida del proyecto.

En otro orden, destacó la singular importancia que adquirieron ... los pedidos de prórroga de las inversiones tramitados por ante la autoridad de aplicación, sus argumentos, la verificación de la Secretaría de Agricultura y las resoluciones de prórrogas concedidas. Agregó que por dichas autorizaciones se reprogramó el proyecto de inversiones, lo que dio lugar a que el Gobierno provincial dictara el Dto. 2.810/03, por el cual se regularizaron las empresas beneficiarias del régimen instituido por la Ley nacional 22.021, permitiendo que El Nogalar S.A. y otras empresas de la provincia regularizaran paulatinamente el ritmo de las inversiones.

Asimismo argumentó ... que toda la inversión programada sufrió una imprevista demora como consecuencia de una prohibición genérica de la provincia que impedía efectuar las tareas de desmonte previos a la plantación de nogales.

Con relación a las inversiones aplicadas a un objeto no promocionado, explicó que se trató de una falla en el sistema de información que debía producir la autoridad de aplicación al Ministerio de Economía de la Nación; y agregó que la Res. 502 SESAP autorizó la transformación del proyecto.

Respecto de los doscientos noventa y ocho frutales surtidos que se colocaron en el proyecto de cortinas contenido en la planilla de inversiones aprobada oportunamente, aclaró que ... además de ser una necesidad técnica la implantación de cortinas es una exigencia de la autoridad de aplicación para poder autorizar el desmonte. O sea que si no implantábamos cortinas de árboles para evitar la acción del viento no nos autorizaban a desmontar y, en consecuencia, no podíamos plantar nogales.

En relación al cargo por la dotación de personal, la sumariada reconoció que la Res. 1.301/98 del Ministerio de Economía dispuso que El Nogalar S.A. debía contar con una dotación de siete empleados permanentes, debía implantar sesenta hectáreas de nogales e invertir pesos un millón ciento noventa y ocho mil ochocientos cuarenta y cinco ($ 1.198.845), pero negó que estuviera obligada a cumplir con todas las obligaciones durante el año 1999. Por ello explicó que en el año 2000 completó la dotación de siete empleados comprometida para el quinto año del proyecto.

7. Luego de la producción de la prueba y de la presentación del alegato de la sumariada, la instructora sumariante, mediante Informe D.G.A.J. 32, de fecha 19 de diciembre de 2007, analizó las actuaciones y concluyó que ... debería procederse de conformidad al art. 17 y demás sanciones que la autoridad de aplicación estime corresponder en virtud de lo dispuesto por la Ley 22.021 (v. fs. 385, 400 y 419/436).

8. La Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Economía y Producción compartió los términos del mencionado informe y elevó las actuaciones a la Subsecretaria de Ingresos Públicos (v. fs. 437/440).

9. Al tomar intervención, la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales estimó pertinente remitir las actuaciones a la Dirección General de Asuntos Jurídicos de esa Cartera de Estado.

En dicha oportunidad adjuntó un proyecto de resolución y soporte magnético, contemplando ... la aplicación de una multa del tres coma nueve por ciento (3,9%) sobre el monto del proyecto –Dto. 1.496, Anexo IV, y Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.301/98–, por incumplimientos en el plazo de captación y aplicación de inversiones y en el objeto verificados en el proceso sumarial, conforme lo dispuesto por el art. 17 de la Ley 22.021 (v. fs. 442/446).

10. Por su parte, la Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Economía y Producción no formuló objeción alguna al proyecto en trámite y sostuvo que el entonces ministro de Economía y Producción estaba facultado para su dictado (v. f. 448).

11. Finalmente, el ex Ministerio de Economía y Producción dictó la Res. 254/08, mediante la cual se le impuso a El Nogalar S.A. ... el pago de una multa de pesos cuarenta y seis mil setecientos cincuenta y cuatro con noventa y cinco centavos ($ 46.754,95), conforme lo establecido en el art. 17 de la Ley 22.021 y sus modif. (v. fs. 453/458).

12. Tras ser notificada de dicho acto (v. f. 498) la empresa sancionada interpuso, el día 10 de octubre de 2008, recurso de reconsideración contra la Res. M.E. y P. 254/08.

En esa presentación El Nogalar S.A. reiteró que durante el año 2000 completó la dotación de siete personas comprometidas para todo el proyecto y que, si bien se constató la presencia de seis empleados, aclaró que uno figuraba como administrativo.

Con relación a la segunda cuestión, esto es el objeto del proyecto, señaló que: “Resulta falso de falsedad absoluta que El Nogalar S.A. hubiera incumplido con el setenta y uno coma sesenta y uno de la implantación de nogales prevista en el proyecto aprobado en Res. 1.301/98 del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos. Asimismo resulta falso y desacertado que tal supuesto incumplimiento llevara necesariamente a un incumplimiento ‘parcial’ de la obligación asumida”.

Atribuyó a una falla en el sistema de información de la autoridad provincial, al entonces Ministerio de Economía de la Nación, de la Res. 502 SESAP por la cual se autorizó la transformación del proyecto y la implantación de veinte hectáreas de uva para vinificar con riego por goteo.

Insistió en que los frutales surtidos fueron utilizados como cortinas no sólo como una necesidad técnica sino, además, como una exigencia de la autoridad de aplicación para poder autorizar el desmonte. O sea que si El Nogalar S.A. no implantaba cortinas de árboles para evitar la acción del viento, no lo autorizaban a desmontar y, en consecuencia, no podía plantar nogales.

Ratificó los dichos del descargo, respecto del plazo para la captación de inversiones, en cuanto a que el informe adolecía del defecto de no haber tenido a la vista las declaraciones juradas correspondientes a los ejercicios 2001 y 2003, que ... fueron debidamente presentadas ante el organismo de aplicación ...

Agregó que dicha circunstancia hubiese contribuido a la solución del problema, en caso de requerir el inspector actuante de la A.F.I.P. las declaraciones antes de elevar su informe. Además, dijo, hubiese evitado la diferencia numérica, que resulta imposible –a su modo de ver– de determinar.

Por último, concluyó que “... es arbitraria y, por ende, jurídicamente descalificable la resolución que condena al pago de las sanciones previstas en la norma, sin expresar los fundamentos por los que estima acreditados los extremos legales para su procedencia” (v. fs. 1/12 del Expte. 01:0425616/08, acumulado sin agregar).

13. Con motivo del recurso en cuestión, tomó intervención la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales y expresó que el porcentaje de la multa establecido en la Res. ex M.E. y P. 254/08 resultó de la metodología para la aplicación de sanciones aprobada mediante Providencia (SSIP) 9.102/07.

Agregó que la citada metodología distingue entre conductas culposas y dolosas, dado que, para el primer caso, prevé la aplicación de un tope del nueve por ciento (9%) de la inversión actualizada, y para el segundo, resulta de aplicación el máximo legal del diez por ciento (10%).

Señaló que, no obstante dichas pautas generales, cada caso particular era sometido al análisis respectivo, ponderándose los incumplimientos cometidos por los beneficiarios del régimen de promoción no industrial, a los fines de otorgar el mismo tratamiento a todos aquellos sujetos que se encuentren en iguales situaciones de incumplimiento, a los efectos de mantener un criterio de equidad en la imposición de las sanciones.

Finalmente, puntualizó que en el presente caso se le aplicó a la sumariada una multa del tres coma nueve por ciento (3,9%) sobre el monto de la inversión total comprometida, por incumplimientos materiales (en el plazo de captación de inversiones y en el objeto), que asciende a la suma de pesos cuarenta y seis mil setecientos cincuenta y cuatro con noventa y cinco centavos ($ 46.754,95) (v. fs. 502/507).

14. A su turno, la Dirección General de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos indicó que ... toda vez que ninguno de los agravios invocados por la recurrente tienen entidad suficiente como para revertir la decisión adoptada, esta Dirección considera que correspondería rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por la firma El Nogalar S.A. contra la Res. M.E. y P. 254/08 (v. fs. 509/510).

15. Por Res. del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas 256/08 del 12 de mayo de 2009 se rechazó el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa El Nogalar S.A. (v. fs. 520/523).

Dicho acto fue notificado a la recurrente el 10 de junio de 2009 (v. f. 531), quien, no obstante la reserva hecha, no amplió ni mejoró los fundamentos del recurso (v. f. 536).

16. En la instancia jerárquica, la Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas expresó: “... En virtud de lo expuesto, y toda vez que la recurrente se ha remitido a lo actuado con anterioridad, por lo que no ha aportado en esta instancia nuevos elementos de juicio que permitan desvirtuar la legalidad del acto en crisis, se estima que correspondería remitir las actuaciones a consideración del Poder Ejecutivo nacional, juntamente con un proyecto de decreto en virtud del cual se rechace el recurso jerárquico interpuesto en subsidio por la firma El Nogalar Sociedad Anónima contra la Res. M.E. y P. 254/08” (v. f. 538).

17. A su turno, la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Asuntos Legales de la Secretaría Legal y Técnica de la Presidencia de la Nación también consideró que correspondía rechazar el recurso jerárquico interpuesto en subsidio por la firma El Nogalar S.A. contra la Res. M.E. y P. 254/08, en razón de haberse analizado ... los argumentos oportunamente explicitados por la recurrente, a la luz de la opinión vertida en autos por los organismos técnicos y jurídicos del Ministerio de origen, no habiendo aportado elementos de juicio que importen una modificación del temperamento adoptado oportunamente a través del acto atacado, el cual por otra parte cumple con la totalidad de los recaudos exigidos para los actos de tal naturaleza, no sólo por estar debidamente motivado y poseer un adecuado sustento en los hechos y el derecho que le sirvieron de causa, sino porque también previo a su emisión se han cumplido los procedimientos esenciales y sustanciales inherentes al mismo.

Concluyó que correspondía solicitar la intervención de esta casa, conforme con lo previsto en el art. 92 del Reglamento de Procedimientos Administrativos, Dto. 1.759/72, t.o. en 1991 (v. fs. 547/553).

18. A fs. 554 a 556 obra copia del proyecto de decreto, mediante el cual se rechaza el recurso jerárquico en subsidio interpuesto por El Nogalar S.A.

19. En ese estado, se solicita la opinión de este organismo asesor (v. f. 557).

III. Normativa aplicable
Las normas involucradas en el presente caso son las siguientes:

1. La Ley 22.021, que instrumenta un régimen especial de franquicias tributarias que tiene por objeto estimular el desarrollo económico a través de las inversiones efectuadas en explotaciones agrícola-ganaderas, industriales y turísticas ubicadas en las provincias de La Rioja, extendido a las provincias de San Luis y Catamarca por la Ley 22.702 (B.O.: 31/12/82) y a la provincia de San Juan mediante la Ley 22.972 (B.O.: 17/11/83).

1.1. El art. 14 de la citada norma, en su primera parte, establece que las empresas beneficiarias del régimen deberán ... cumplir los proyectos que sirvan de base para la concesión de las respectivas franquicias, a cuyo efecto la autoridad de aplicación verificará el cumplimiento del plan de inversiones y de producción o explotación, y los plazos y condiciones establecidas en la respectiva autorización.

1.2. El art. 15 dispone que: “... Ante el incumplimiento total o parcial de las obligaciones enunciadas en el artículo anterior, las empresas quedarán automáticamente constituidas en mora y perderán, total o parcialmente, los beneficios que se les hubieran acordado. En tal caso, deberán ingresar –según corresponda– todo o parte de los tributos no abonados con motivo de la promoción acordada con más los intereses respectivos y la actualización de la Ley 11.683”.

1.3. El art. 16 del plexo normativo en cita prevé que: “... La autoridad de aplicación tendrá amplias facultades para verificar y evaluar el cumplimiento de las obligaciones de la beneficiaria, que deriven del régimen establecido por esta ley, e imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente”.

1.4. El art. 17 dispone: “El incumplimiento por parte de los beneficiarios de lo dispuesto por esta ley, de su decreto reglamentario y de las obligaciones emergentes del acto que otorgue los beneficios de carácter promocional dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, sin perjuicio de las que puedan corresponder en virtud de la legislación vigente:

a) En caso de incumplimientos meramente formales y reiterados, multas de hasta el uno por ciento (1%) del monto actualizado del proyecto o de la inversión.

b) En caso de incumplimientos no incluidos en el inciso anterior, multas a graduar hasta el diez por ciento (10%) del monto actualizado del proyecto o de la inversión”.

Y agrega: “... En todos los casos se graduarán las sanciones teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y la magnitud del incumplimiento, pudiendo aplicarse total o parcialmente las sanciones previstas en los incisos del presente artículo”.

1.5. El art. 18 de la ley en examen dispone que: “... Las sanciones establecidas por el artículo anterior serán impuestas conforme a un procedimiento que asegure el derecho de defensa que determinará la reglamentación, y podrán apelarse por ante el juez competente, dentro de los diez días hábiles de la notificación de las mismas”.

2. El art. 22 del Dto. 3.319/79 (B.O.: 3/1/80), modificado por su similar 1.810/83 (B.O.: 25/7/83), reglamentario de la Ley 22.021, establece que: “... Las empresas acogidas al régimen de la ley deberán cumplir cabalmente el proyecto aprobado y deberán observar estrictamente las obligaciones y los recaudos impuestos por las normas respectivas. Las infracciones que cometan en violación a las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes del presente régimen serán penadas de acuerdo con lo establecido en los arts. 16, 17 y 18 de la ley, sin perjuicio de las sanciones que puedan corresponder en virtud de lo que establece la Ley 11.683 u otras normas legales que resulten de aplicación”.

3. De otro lado, el art. 36, in fine, de la Ley 24.764, de Presupuesto General de la Administración nacional para el año 1997 (régimen al cual se incorporó la recurrente), facultó al Poder Ejecutivo nacional a ... aprobar proyectos de promoción no industrial hasta el 31 de diciembre de 1997 en regiones de las distintas provincias del país, con alto índice de pobreza, menor desarrollo relativo y mayor distancia de los centros importantes de consumo ... Los proyectos deberán ser presentados por los Gobiernos de las respectivas provincias ante el Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación, quien evaluará y determinará la procedencia o no del proyecto.

4. Por su parte, el Dto. 494/97 estableció el marco reglamentario de los proyectos no industriales comprendidos en el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764.

4.1. En su art. 1 dispuso que: “... Los proyectos no industriales a que se refiere la Ley 24.764, art. 36, último párrafo, podrán gozar de los beneficios previstos en el art. 2 de la Ley 22.021 y sus modif. –por el término y escala fijados en el mismo–, y en el art. 11 de la misma norma, con las limitaciones contenidas en los párrafos 4º, 5º y 6º del art. 36 de la Ley 24.764”.

4.2. A su vez, en su art. 2 estableció que: “... En todos aquellos aspectos no contemplados en el art. 36, último párrafo, de la Ley 24.764, y en las normas dictadas en su consecuencia, resultarán de aplicación las disposiciones de la Ley 22.021 y del Dto. 3.319/79, ambos con sus respectivas modificaciones”.

4.3. Asimismo, por su art. 10 delegó en el entonces Ministerio de Economía, Obras y Servicio Públicos de la Nación, a los fines de la aplicación del art. 36, último párrafo, de la Ley 24.764, las siguientes facultades:

a) Ejercer la autoridad de aplicación, excepto en lo referente a la aprobación de los proyectos, la que será efectuada por el Poder Ejecutivo nacional.

b) Dictar las normas complementarias y aclaratorias de alcance general.

5. En este contexto, el art. 1 del Dto. 1.496/97 declaró comprendido en el régimen del último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764 y del Dto. 494/97 al proyecto de El Nogalar S.A., entre otros, que figura en el Anexo IV, como los priorizados por las autoridades de la provincia de Tucumán.

5.1. El art. 2 estableció que: “... Las empresas titulares de los proyectos a los cuales se refiere el art. 1 del presente decreto deberán cumplir con los requisitos y obligaciones que se consignan en los citados anexos y gozarán de los beneficios promocionales detallados en los mismos”.

5.2. De su lado, en el citado Anexo IV se consignó: “... Empresa titular: ‘El Nogalar Sociedad Anónima’; objeto: implantación de sesenta hectáreas de nogales; monto de inversión en pesos: un millón ciento noventa y ocho mil ochocientos cuarenta y cinco ($ 1.198.845); localización: Departamento de Tafí del Valle; mano de obra comprometida: a) permanente: siete personas; beneficios otorgados: 1. exención en el impuesto a las ganancias de acuerdo con la escala establecida en el art. 2 de la Ley 22.021 y sus modif.; 2. a los inversionistas franquicias establecidas en el art. 11 de la Ley 22.021 y sus modificatorias”.

6. Posteriormente, la Res. ex M.E. y O. y S.P. 325/98 (B.O.: 18/3/98) estableció, en su art. 1, la documentación que debían presentar las empresas titulares de proyectos alcanzados por el régimen promocional previsto en el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764, para acceder a dichos beneficios promocionales.

6.1. En su art. 2 dispuso que una vez cumplidos los requisitos previstos en el artículo anterior se dictaría el acto particular por el cual se acreditaría ... la condición definitiva de beneficiario del régimen establecido en el art. 36, último párrafo, de la Ley 24.764.

6.2. En su art. 6 se estableció que el “Certificado de inicio de ejecución de inversiones” debía contener: a) montos de inversión de acuerdo con los actos particulares y expedientes que les dieron origen; b) monto captado al momento de la solicitud del certificado, y c) monto máximo de capital autorizado a captar sujeto a beneficios, por lo que restaba del ejercicio 1998. Agregó –en lo que aquí interesa–: “... Para el usufructo de las franquicias establecidas en el art. 11 de la Ley 22.021 deberá darse cumplimiento a los extremos exigidos en el Dto. 1.232/96 y su modificatorio 1.580/96 ...”.

7. Por su parte, el Dto. 1.232/96 (B.O.: 4/11/96), modificado por el Dto. 1.580/96 (B.O.: 2/1/97), reglamentó los mecanismos de control que debían implementar las autoridades de aplicación de la Ley 22.021 y sus modif., para la verificación de la efectiva aplicación del capital propio sujeto al beneficio promocional establecido en el art. 11 de la ley referida, tendiente a la ejecución del proyecto promovido y a los efectos de la imputación del costo fiscal teórico al cupo presupuestario anual (v. art. 1).

Asimismo estableció que la autoridad de aplicación respectiva debía autorizar el máximo de capital sujeto a beneficio a captar por la beneficiaria, previa verificación y certificación del cumplimiento por parte de la misma respecto de la aplicación del capital sujeto a beneficio. Además, en ningún caso podían transcurrir más de ciento ochenta días entre la fecha de captación de dos fondos y la efectiva inversión en activos fijos y/o capital de trabajo. Su incumplimiento daría lugar a la aplicación de las sanciones previstas en la Ley 22.021 y sus modificatorias, y las que pudieren corresponder de conformidad a las disposiciones legales vigentes (v. art. 2).

8. La Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.341/98 (B.O.: 22/10/98) estableció la obligación de los titulares de proyectos promovidos de informar semestralmente, mediante declaración jurada desde el inicio de ejecución de las inversiones y durante la vigencia del proyecto sobre el cumplimiento de las obligaciones previstas en el mismo. Dichas declaraciones juradas debían ser presentadas a las autoridades provinciales dentro de los sesenta días de vencido el semestre ante los Gobiernos provinciales y serían remitidas a la autoridad de aplicación (v. art. 7).

En tal sentido, el art. 8 dispuso que: “... Los titulares de proyectos deberán presentar una declaración jurada ante el Gobierno provincial denunciando la efectiva puesta en marcha de sus proyectos dentro del plazo fijado en el acto particular. Una vez verificada dicha puesta en marcha, la citada declaración jurada será cursada a esta autoridad de aplicación ...”.

9. Por su parte, la Res. M.E. y P. 221/03 (B.O.: 20/8/03) reglamentó el procedimiento para la investigación de las infracciones al régimen de promoción no industrial de la Ley 24.764, art. 36, in fine, entre otras, y aprobó el procedimiento para la aplicación de lo normado en los arts. 14 y 15 y de las sanciones previstas en el art. 17, incs. a) y b), de la Ley 22.021, las que serían impuestas por la autoridad de aplicación (v. arts. 1 y 2).

9.1. El art. 3 consideró incumplimientos formales a los efectos previstos en el art. 17, inc. a), de la ley citada:

a) El incumplimiento a la obligación de comunicar a la autoridad de aplicación circunstancias a las que haga expresa mención el acto administrativo por el cual se otorgó el beneficio promocional, y las disposiciones generales de aplicación.

b) El cumplimiento fuera de término de obligaciones para las cuales se hubiese establecido un plazo en el acto administrativo que otorgó el beneficio promocional.

c) La omisión, negativa o reticencia en el suministro de información requerida por funcionarios de contralor o por los instructores de un sumario en cumplimiento de sus funciones, o la incomparecencia de los titulares o representantes de una empresa beneficiaria a las audiencias a las que fueren debidamente citados por aquéllos.

9.2. Luego de sustanciado el procedimiento sumarial, el ministro de Economía y Finanzas Públicas se encontraba en condiciones de dictar resolución de acuerdo con ... las pruebas producidas en el sumario, teniendo en consideración las circunstancias atenuantes o agravantes que caracterizan el hecho, y determinará la sanción con que administrativamente se condene la infracción y las leyes, reglamentos, resoluciones o contratos que les sean aplicables (v. art. 13).

10. En el marco normativo descripto, la Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.301/98 dio por cumplidos a El Nogalar S.A. los requisitos exigidos por el art. 3 del Dto. 1.496/97, y acreditada en forma definitiva su condición de beneficiaria del régimen establecido por el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764 y del Dto. 494/97 (v. art. 1).

10.1. El objeto del proyecto promovido era la implantación de sesenta hectáreas de nogales ubicado en el Departamento de Tafí del Valle, en la provincia de Tucumán (v. art. 2).

10.2. El proyecto aprobado debía contar con una inversión total comprometida de pesos un millón ciento noventa y ocho mil ochocientos cuarenta y cinco ($ 1.198.845) a valores de mayo de 1997, de los cuales pesos quinientos catorce mil cuatrocientos setenta y cuatro ($ 514.474) correspondía a inversión en activo fijo (v. art. 3).

10.3. La beneficiaria debía contar con una dotación de personal mínima de siete personas en forma permanente (v. art. 4).

10.4. La puesta en marcha debía ser denunciada ante el Gobierno provincial antes del 31 de diciembre de 2007 (v. art. 5).

10.5. Asimismo debía suministrar semestralmente a dicho Gobierno el detalle de las inversiones efectuadas en el lapso correspondiente, permitiendo su inspección y constatación en la forma que le fuera requerida (v. art. 70).

10.6. Los inversionistas de El Nogalar S.A., en oportunidad de suscribir acciones o efectivizar aportes directos hasta la suma de pesos un millón ciento noventa y ocho mil ochocientos cuarenta y cinco ($ 1.198.845), podrán optar por una de las siguientes franquicias, instituidas en el art. 11 de la Ley 22.021:

a) Diferimiento, en los términos del art. 11, inc. a), de la citada ley, del pago de las sumas que deban abonar en concepto de impuestos hasta un monto de pesos ochocientos noventa y nueve mil ciento treinta y cinco ($ 899.135).

b) Deducción, en los términos del art. 11, inc. b), de la citada ley, a los efectos del cálculo del impuesto a las ganancias (v. art. 8).

10.7. La beneficiaria contaba con un plazo de tres meses para tramitar ante el Gobierno provincial el “Certificado de inicio de ejecución de inversiones” en las condiciones previstas por la Res. ex M.E. y O. y S.P. 325/98, plazo que comenzaría a correr a partir de la fecha de publicación en el Boletín Oficial de la resolución. Ante la falta de su cumplimiento resultarían de aplicación los arts. 15 y 17 de la Ley 22.021 y sus modif. (v. art. 10).

10.8. Además, prescribió que los derechos y obligaciones establecidos se regirían por lo dispuesto en la Ley 22.021 y sus modif., los Dtos. 3.319/79 y sus modif. 494/97 y 1.496/97; la Res. ex M.E. y O. y S.P. 325/98, y las actuaciones por las que la beneficiaria tramitó su proyecto, sin perjuicio de los requisitos y condiciones que estableciera en el futuro la reglamentación a dictarse (v. art. 11).

IV. Análisis de la cuestión
1. Efectuada del modo que antecede la reseña de los antecedentes de la causa, adelanto mi opinión coincidente con la de los servicios jurídicos y demás áreas intervinientes, en cuanto a que no corresponde hacer lugar al recurso jerárquico en subsidio interpuesto por El Nogalar S.A. contra la Res. M.E. y P. 254/08.

2. En efecto, tal como lo han sostenido los organismos preopinantes, advierto que, además de encontrarse probados los incumplimientos que dieran lugar al dictado de la Res. ex M.E. y P. 254/08, los argumentos desarrollados por la recurrente como justificación de éstos han sido desvirtuados.

3.1. En primer lugar, ha quedado demostrado que la firma dejó transcurrir el plazo previsto para captar fondos y efectuar la inversión en activos fijos y/o capital de trabajo; hecho irrefutable, no obstante las consideraciones atenuantes que le han sido reconocidas por la instrucción sumarial (v. fs. 433/435).

3.2. Respecto del incumplimiento del objeto promovido, la Administración Fiscal lo corroboró en el lugar de radicación del emprendimiento, al advertir que no sólo fueron implantadas menos cantidad de hectáreas de nogales comprometidas, sino que, además, constató la desviación del objeto promovido, en virtud de la incorporación de veinte viñedos, en manifiesta violación al objeto comprometido en la resolución aprobatoria de su proyecto (v. fs. 41/45 y 48 del Expte. 01:0361559/05).

3.3. De otro lado, el proyecto presentado por la empresa a f. 30 demuestra el incumplimiento de las metas propuestas en su dotación de personal. Por ello, tomando el primer año comprometido a partir del “Certificado de inicio de ejecución de inversiones”, y en virtud de lo informado por la Regional Tucumán de la A.F.I.P. mediante el detalle de las declaraciones juradas previsionales, se encuentra incumplido el ejercicio 1999, como lo señaló la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales en su informe de fs. 333/337; circunstancia registral que no ha sido cuestionada por la encartada (v. fs. 16 y 36 del Expte. 01:0361559/05).

3.4. Por consiguiente, de acuerdo con las constancias de la causa y los informes técnicos de la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales y de la Administración Fiscal, cabe concluir que se encuentran probados en autos los incumplimientos de la recurrente que fueron indicados por la instrucción sumariante a fs. 419/436; probanzas que no han sido desvirtuadas por los antecedentes y argumentos aportados por la encartada, sino tan sólo dogmáticamente.

En tal sentido, debe recordarse que los informes técnicos merecen plena fe, siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables, y no adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor (Dict.s 207:343; 252:349; 253:167).

4. Sentado ello, y entrando al análisis de la imposición de la sanción, cabe recordar que la multa fijada a El Nogalar S.A. se encuentra contemplada en el art. 17 de la Ley 22.021 y sus modif., que establece sanciones para los incumplimientos formales reiterados y no formales, pudiendo aplicarse multas de hasta el uno por ciento (1%) y el diez por ciento (10%), respectivamente, del monto del proyecto o de la inversión, graduándose las mismas, en todos los casos, de acuerdo con la gravedad de la infracción y la magnitud del incumplimiento.

La Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.301/98, en virtud de la cual se otorgó el beneficio a la recurrente, estableció en su art. 11 que los derechos y obligaciones se regirían por lo dispuesto en la Ley 22.021 y sus modif.; su Dto. reglamentario 3.319/79 y sus modif.; el Dto. 494/97; el Dto. 1.496/97; la Res. ex M.E. y O. y S.P. 325/98, y las actuaciones por las que se tramitó el proyecto presentado.

Entonces, teniendo en cuenta la normativa general y particular aplicable al “sub examine”, se advierte que los incumplimientos en que incurrió El Nogalar S.A. daban lugar a la imposición de la multa aplicada.

5. Respecto del quantum de la multa impuesta, el mismo responde al porcentual tres coma nueve por ciento (3,9%), producto de una graduación dentro de la escala prevista por la Ley 22.021 –entre el uno por ciento (1%) al diez por ciento (10%) del monto de la inversión del proyecto, art. 17–, advirtiéndose que la sanción guarda proporción con la falta cometida.

Sobre el particular, este organismo ha sostenido que, como principio, la graduación de la sanción queda librada a la prudente discrecionalidad de la autoridad de aplicación (Dict. 261:121, entre otros).

V. Conclusión
1. A mérito de lo expuesto, considero que corresponde rechazar el recurso jerárquico en subsidio interpuesto por la firma El Nogalar S.A. contra la Res. ex M.E. y P. 254/08.

2. De conformidad con lo previsto en los arts. 39 y ss. del Reglamento de Procedimientos Administrativos, la notificación del acto que se dicte hará saber a la interesada que la resolución del recurso jerárquico agota la instancia administrativa de conformidad con lo dispuesto por el art. 90 del citado reglamento, sin óbice de la posibilidad de interponer el recurso contemplado por su art. 100.

Así opino.

